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S/DIVISION de CONDOMINIO

J.13,SALA III, CAUSA 359

REG .SENT.DEF. N° 24    

En Lomas de Zamora, a los dos días del mes de marzo de 2010, reunidos en Acuerdo Ordinario los Jueces de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Tercera, de este Departamento Judicial, Dres. Sergio Hernán Altieri y Norberto Celso Villanueva, con la presencia del Secretario del Tribunal se trajo a Despacho, para dictar sentencia, la causa número: 359 caratulada: " G., J. M. C/ A., O. L. S/ DIVISIÓN DE CONDOMINIO”. De conformidad con lo dispuesto por los artículos 168 y 171 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 266 del Código Procesal Civil y Comercial del mismo Estado, la Cámara resolvió plantear las siguientes:

C U E S T I O N E S:


1) ¿ Es nula la sentencia apelada?


2) En caso negativo, ¿ es justa?


3) ¿ Qué pronunciamiento corresponde adoptar?

Practicado el sorteo de ley (art. 263, in fine del C.P.C.C.); dio el siguiente orden de votación: Dr. Norberto Celso Villanueva y Dr. Sergio Hernán Altieri.-

V O T A C I O N:

A la primera cuestión, el Doctor Norberto Celso Villanueva, dijo: 


1) Antecedentes - Sentencia - Agravios:


I) El magistrado titular del Juzgado del fuero n° 13 dictó sentencia definitiva a fs. 1483/1490, admitiendo la demanda de división de condominio deducida por J. M. G. contra O. L. A. con respecto al inmueble sito en la calle J. de la P. de la localidad de Adrogué. Por otra parte, rechazó los reclamos formulados por el actor contra la demandada por el cobro del 50% de las sumas que abonara por servicios hipotecarios, por el valor de las mejoras introducidas en idéntica proporción, de los muebles y electrodomésticos que existen en el bien y por compensación por uso exclusivo del inmueble desde la fecha en que fuera excluído del hogar. Asimismo, impuso a la demandada seguir pagando el 50% de los servicios que se originen en el pago de las cuotas derivadas del crédito hipotecario hasta su total cancelación, incluyendo la misma proporción de los gastos que ella irrogue. Por último, impuso las costas al actor y difirió la regulación de honorarios hasta la oportunidad en que el decisorio quedara firme.-


II) La actora se alzó contra dicho pronunciamiento, deduciendo recurso de apelación a fs. 1497, el que le fuera concedido a fs. 1498. Fundó su recurso a fs. 1507/1519, pieza evacuada por la demandada con su contestación de fs. 1519/1528.


III) La recurrente endereza su primer crítica contra lo que considera una indebida admisión de la consignación, afirmando que esos depósitos  carecen de fuerza cancelatoria. Continúa su esfuerzo recursivo alegando la nulidad parcial del pronunciamiento, sustentado en la carencia de indicación de la norma aplicada para la solución del caso y al haber incurrido en 'demasía decisoria' al atribuirle efectos compensatorios a los créditos invocados por la demandada, pero sin deducir excepción o defensa en tal sentido. Por otro lado, agrega que la existencia de concubinato no es suficiente para considerar configurada la existencia de una sociedad entre sus integrantes. Sostiene que la desestimación de la compensación por el uso exclusivo que la demandada hace del inmueble, resulta infundado desde que la misma ha incurrido en un ejercicio abusivo de derecho al permanecer en el mismo. Se alza también contra la decisión de rechazar el pedido de reembolso de las mejoras introducidas en el bien, alegando que se encuentra demostrada la inversión de gastos incorporados al bien comunitario. Por último, requiere la modificación de la condena en costas a él impuesta,  desde que la contienda ha resultado parcialmente admitida. 

 
2) Nulidad de Sentencia - Tratamiento:


a) Metodológicamente, corresponde comenzar el análisis del planteo nulitivo incorporado a la pieza fundante de agravios, habiendo sido plasmada esa prelación en los interrogantes del acuerdo.


En ese orden, analizando la sujeción de la resolución en ciernes a las formalidades legales que el ordenamiento adjetivo establece para la validez del dispositivo sentencial, advierto el desacierto del planteo, toda vez que no carece de la indicación de la normativa utilizada para fallar, desde que -en cuanto resulta cuestionado- el magistrado expresó que, ventilándose  una unión de hecho o concubinato, la cuestión debía resolverse por aplicación analógica de la institución matrimonial. En ese tren, echó mano a las previsiones contenidas en los artículos 1272 y 1275 del Código Civil, de lo que se expone diáfano que la carencia a que se atribuye efectos nulitivos, no es tal, sin perjuicio de lo que más adelante se dirá sobre la aplicabilidad de dichos preceptos a supuestos como el de autos.


b) Por otra parte, no se presenta la mentada demasía decisoria que imputa la recurrente al fallo, desde que ni más ni menos el judicante se limitó al tratamiento de una defensa opuesta por la demandada -los desembolsos realizados para la vida común-, no encuadrada por ésta como de previo y especial pronunciamiento.


Sobre el particular, debe recordarse que el artículo 354 primera parte del CPCC, establece que al contestar el traslado de demanda, el accionado opondrá todas las excepciones o defensas que conforme ese Código no tuvieren carácter previo.


Dicho precepto, entonces, da cuenta que nuestro ordenamiento adjetivo alude a cierta clase de defensas -entendidas como toda circunstancia distinta a las alegadas por el actor, que impiden la procedencia o modifican la pretensión contenida en la demanda- que no merecen un pronunciamiento anticipado a la resolución definitiva. Sólo las excepciones previas requieren -por disposición legal- sustanciación y sentencia interlocutoria que las aborde.


De tal suerte, no habiendo la demandada indicado que su defensa revestía el carácter de previa ni resultando normativamente que la misma asuma ese cariz, mal puede imputársele a la sentencia una falla extra petita, desde que la misma conformó el marco adecuado y oportuno para el tratamiento de la circunstancia aludida por la accionada. 


Por lo dicho, a la primera cuestión, VOTO POR LA NEGATIVA


A la primera cuestión el Doctor Sergio Hernán Altieri expresó que por los mismos fundamentos VOTA EN IGUAL SENTIDO.

- - - - - - - - - - -


A la segunda cuestión el Dr. Norberto Celso Villanueva, dijo:


3) Expresión de agravios de la actora - Tratamiento:

a) LOS SERVICIOS HIPOTECARIOS y LA COMUNIDAD DE VIDA


Sobre la crítica esgrimida por el recurrente contra la resolución en crisis, solventada en la imposibilidad de compensar las erogaciones efectuadas por él con los desembolsos realizados por quien fuera su concubina y hoy su contraria en estos autos, es dable partir de la premisa de que la existencia de concubinato entre las partes, no engendra por sí la presunción de haberse realizado aportes a los fines de lograr un beneficio patrimonial para ambos, cual si dicha comunidad de vida configurase una sociedad de hecho (cfr. arg. esta Sala, causa 764, “Colazo c/ Sanchez s/ División de Condominio” del 26/11/09). 


Como corolario se impone que la falta de demostración fehaciente de aportes en dinero, otros bienes o trabajos personales para la formación de un estado de comunidad de bienes o intereses, importa el desconocimiento de derecho alguno invocado por el concubino  (cfr. Cám. 2da. Civ. y Com. La Plata, Sala III, B 79496-228-94 del 13-10-94 en autos “S., N. J c/ B., H. C. s/ Disolución de Sociedad de Hecho”; Juba Sum. B352083). 


Así, asumiendo que la existencia de una unión more uxorio no conlleva el nacimiento de otros derechos que los excepcionalmente admitidos por el orden jurídico, al haber pagado el actor la totalidad de la cuota hipotecaria -como ha quedado demostrado y no se encuentra en tela de juicio-, por un crédito del que ambos resultan deudores, habiéndose asumido de esa manera al requerirse el préstamo hipotecario (ver copia de solicitud aportada por el BBVA Banco Francés a fs. 1024/1065) y a consecuencia de su condición de condóminos (ver copia de título de propiedad de fs. 1576/1612), se subrogó en los derechos del acreedor para reclamar de la cobligada la satisfacción de la parte que le corresponde (cfr. arts. 768, inc. 2°, 2688 y 2689 del Código Civil).


En la especie, la demandada alega haber efectuado desembolsos para sostener la vida en común, pretendiendo que los mismos sean computados para entender compensada la mitad -a su cargo- de los pagos realizados por su conviviente (ver fs. 667).


Ahora bien. El ordenamiento civil exige para que se verifique la compensación que las obligaciones sean recíprocas, que la cosa debida por una de las partes pueda ser dada en pago de lo que es debido por la otra, que ambas deudas sean subsistentes civilmente, que sean líquidas, ambas exigibles y de plazo vencido; que ambas consistan en cantidades de dinero o en prestaciones de cosas fungibles entre sí, de la misma especie y calidad, o en cosas inciertas no fungibles, sólo determinadas por su especie, con tal que la elección pertenezca respectivamente a los dos deudores. Asimismo, aclara que no son compensables las deudas de alimentos (cfr. arts. 819, 820 y 825 del Código Civil).-


En ese entendimiento, es dable advertir que el primero de los requisitos para habilitar la compensación, cual es la existencia de obligaciones recíprocas, no se encuentra presente, desde que la demandada no resulta titular de crédito alguno en contra de su antiguo conviviente, dado que mal puede estimarse que pudiera reclamarle el reembolso de las erogaciones efectuadas para el sustento de la vida en común, pues el concubinato presupone de parte de sus integrantes una serie de actividades y desembolsos necesarios para la convivencia que se estiman realizados con espíritu de liberalidad, pues son derivación de la comunidad de vida y no pueden valorarse económicamente ni ser motivo de compensación (cfr. arg. esta Sala, autos Colazo citados; Cám.Civ. y Com. San Nicolás, Sala I, 910124, RSD-175-91 del 20-8-91 en autos “P., M. N. c/ F., F. s/ disolución de sociedad de hecho”, JUBA Sum. B853103; Cám. Nac. Civ. Sala H, 5-4-00, “S., A.M. c. B., C.I.” LL 2000-D,810).


Por ello, de ninguna manera puede pretenderse que los gastos domésticos solventados por la demandanda  resulten exigibles, desde que no puede reclamarse su reembolso.-


Por último y a diferencia de lo sostenido por el magistrado de la Instancia de origen, entiendo que las disposiciones que regulan la institución matrimonial no pueden ser utilizadas analógicamente en la relación de hecho, desde que la naturaleza misma del concubinato es su desregulación normativa por lo que no resiste ese parangón. No está legalmente contemplado, a excepción de ciertos efectos de naturaleza previsional y laboral, por lo que no puede sujetarse a sus miembros a consecuencias que por propia voluntad no asumieron, omitiendo enlazarse en nupcias. Excede la cuestión adentrarse en la conveniencia o inconveniencia de alentar o desalentar esta institución desregulada, a la que sus integrantes se someten sin sujetarse imperativamente a obligación alguna, pues tal como lo estableció el legislador constituyente las acciones privadas de los hombres que no afecten los derechos ni la moral de terceros, sólo quedan sujetas a su conciencia y están excluídas de la autoridad de los magistrados, sin que pueda obligarse a nadie a hacer lo que la ley no manda, ni privado de lo que ella no prohibe (art. 19 de la Const. Nacional). Y es del caso señalar que no advierto vulneración de derecho alguno que el orden jurídico prevea.


En esa inteligencia, no corresponde como se sostuviera en el pronunciamiento cuestionado, la utilización de las consecuencias jurídicas matrimoniales, como lo es la de soportar las cargas para la conservación de los bienes de los esposos (cfr. art. 1275, inc. 2° del Código Civil). 


De todo lo dicho, se desprende que el crédito reclamado por el actor -que la demandada ha reconocido- por la mitad del pago de la cuota hipotecaria del bien común, no ha sido compensado ni satisfecho de forma alguna por la accionada, de lo que se sigue que corresponde revocar la sentencia recurrida, condenando a la demandada al reembolso de la mitad de lo pagado por el actor, cantidades que deberán ser objeto de determinación durante la ejecución de sentencia (cfr. art. 165 CPCC), resultante al que deberá adicionarse intereses a calcularse conforme la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días hasta la fecha de la liquidación. De allí en más,  a efectos de desalentar la morosidad, esos accesorios deberán determinarse de acuerdo a la tasa que cobra la misma entidad bancaria en sus operaciones comunes de descuento a treinta días (cfr. arg. C.A.L.Z., esta Sala, causa nº 118, in re: “Mariani, Guillermo c/ Jaime s/ Ds. y Ps.”, S del 18-6-09) .-


Por último, el pedido de actualización de las sumas desembolsadas por el accionante, merece ser desestimado desde que el art. 7 de la ley 23928 lo prohibe expresamente (ratif. por ley 25561; cfr. SCBA, Ac. 88502, S. del 31-8-05 en autos “Latessa, Judith y otra c/ Compañía Sud Argentina de Construcciones S.A. s / ejecución de sentencia”, JUBA Sum.B27979).

b) EL EFECTO CANCELATORIO DE LOS DEPÓSITOS


El temperamento favorable asumido en el punto anterior para el reclamo de la actora, se revierte al adentrarse al tratamiento de los depósitos efectuados por la demandada, correspondientes al período sobreviniente a la finalización de la convivencia (desde febrero de 2006).


Efectivamente, desde ese momento y hasta la fecha, O. A. ha venido consignando judicialmente las sumas correspondientes a la mitad de la cuota hipotecaria, dándolas en pago -contrariamente a lo sostenido por el accionante-, y notificando cada acto a su contraria, por lo que hallándose las cantidades a disposición del mismo y no habiendo expresado motivo atendible alguno que prive a esos pagos de su natural efecto extintivo, su planteo merece descartarse.-


El actor ha sostenido su discurso en torno a la falta de deducción de consignación judicial de parte de la accionada, cuando de la contestación de demanda, especialmente en piezas de fs. 669/670, se expone un acápite intitulado “CONSIGNACION JUDICIAL”, de lo que se desprende que la insistente y airada protesta de la apelante carece de total asidero.


Asimismo, nuevamente a contrario de lo expuesto por la actora, se indica que las sumas son dadas expresamente en pago.


Todo ello me persuade de la inconsistencia del recurso del actor destinado a la revocación del pronunciamiento sentencial, así como de su pedido de actualización y fijación de intereses sobre esas sumas, por lo que en esta parcela propongo confirmar la sentencia apelada.

C) COMPENSACIÓN POR EL USO DEL INMUEBLE


Respecto de la compensación por el uso del inmueble reclamada, es dable tener en cuenta que la demandada se encuentra en el inmueble de propiedad de ambos, hecho respecto del que media conformidad de partes en cuanto a su veracidad.-


Lo que tampoco resulta objeto de debate y se encuentra acreditado con las constancias obrantes en los autos “A., O. L. c/ G., J. M. s/ Exclusión de hogar y violencia doméstica”, venidos ad effectum videndi et probandi del Tribunal de Familia n° 3 Deptal., es que esa ocupación del bien común, ha sido consecuencia de la disposición judicial adoptada en esos autos, pronunciamiento que a la fecha permanece incólume (ver fs. 61 y ssgtes. de dichos autos).


Ese estado de cosas impone ponderar que el reclamo por la compensación tiene su eje normativo en las disposiciones que rigen el condominio, dado que los concubinos reunen esa cualidad entre sí sobre el inmueble en que sostuvieron la convivencia. Así, como el derecho al uso y goce de las cosas comunes pertenece por igual a todos los comuneros (art. 2684 del Código Civil), la privación que uno sufre en beneficio de otro puede serle compensada en dinero (cfr. Cám. 2da. Civ. y Com. de La Plata, Sala III, B70213 RSD-272-91 del 21-11-91 en autos “Dominguez, María Esther y otros c/ Giusti, Elvira Susana s/ Cobro de alquileres”; JUBA Sum. B351317). 


La indemnización compensatoria por esa privación de uso, debe encontrar como presupuesto la responsabilidad del causante del daño, la que a su turno, requiere la demostración de un obrar antijurídico, dado que ningún acto voluntario tendrá el carácter de ilícito si no fuese expresamente prohibido por las leyes, siendo que el ejercicio regular de un derecho no configura fuente de obligación extracontractual alguna (cfr. arts. 1066 y 1071 del Código Civil).


En la especie y conforme se ha reseñado, la demandada acudió al auxilio judicial para obtener el cese de un estado de violencia doméstica imputando  como causa la conducta de su compañero, reclamo que obtuviera recepción favorable en los términos de la ley específica 12.569.   


De tal forma, ha mediado una imposición motivada en un hecho ventilado en sede familiar, a efectos de solucionar una situación de extrema urgencia como lo son las derivadas de la violencia doméstica. Así, no ha sido la mera voluntad de la condómina la que ha determinado la utilización exclusiva del inmueble, sino que ha mediado una orden judicial que a ella no es dable imputarle.


Por otro lado, sobre esta álgida temática se ha postulado que el derecho de propiedad cede temporalmente frente a la necesidad de proteger un interés constitucional más importante, como lo es la integridad psicofísica (cfr. arg. Medina, Graciela; “Visión Jurisprudencial de la Violencia Familiar”; Bs. As., Rubinzal Culzoni, 2002; pág. 207).-


En ese orden de ideas, mal puede obligársela al pago de una compensación por el uso del inmueble, cuando el mismo le ha sido entregado por imperio jurisdiccional.


Por otra parte, el actor no ha demostrado la   alegada intención de la accionada A. de perjudicarlo mediante el pedido de la medida de exclusión de hogar, ni ha obtenido que la medida sea dejada sin efecto (cfr. art. 375 del CPCC).  
Consecuentemente, el rechazo del reclamo de compensación por el uso del inmueble se ajusta a derecho y, por tanto, merece confirmarse.-

d) EL RECLAMO POR MEJORAS


Desde otro perfil, sobre el pedido de admisión de las mejoras reclamadas, es dable apuntar que si bien se ha indicado por el experto en ingeniería civil que el inmueble ha sido objeto de modificaciones (ver fs. 1456/1458), no lo es menos que el recurrente no ha logrado demostrar el aspecto central para la procedencia de su pedido, el cual reside en que las mismas fueron solventadas unicamente por él.- 


En tanto ambos contendientes han sostenido la generación de aportes para la mejora del que fuera su hogar común, el actor que requirió el pago de las mismas por considerarlas parte de su patrimonio o crédito a su favor, debió asumir la carga de acreditarlo (cfr. art. 375 del CPCC).


En ese tren, resultan francamente insuficientes las facturas adjuntadas por el mismo, las que por otra parte no merecieron prueba complementaria sobre su autenticidad, dado que la demandada también ha producido informe bancario del que se advierte una serie de desembolsos en el local comercial de Easy Lomas, lo que en el mejor de los casos -para la posición del demandante- demostraría una conducta compartida a los fines de modificar el bien raíz.


Mucho menos corresponde el pago del 50% de esas erogaciones, dado que de esa forma se estaría reconociendo en cabeza de la demandada idéntico derecho por la restante mitad. Menos aun, desde que esos desembolsos fueron destinados a mejorar un bien que es propio del apelante.-


En ese sentido, habiendo resultado magras las labores probatorias desarrolladas por G. a esos fines (cfr. art. 375 del CPCC), corresponde confirmar la sentencia recurrida.

e) LAS COSTAS


Por último, las costas merecen distribuirse en el orden causado, dado que no obstante el resultado parcialmente favorable obtenido en esta sede revisora por el accionante, no pasa inadvertido que ambos contendientes  pudieron creerse con derecho a accionar u oponerse al progreso de las pretensiones esgrimidas por el otro reclamante, toda vez que la temática jurídica abordada se encuentra lejos de ser pacífica y ese estado de falta de certeza exige atemperar el criterio de la derrota (cfr. art. 68, segundo párrafo del CPCC).-


Consecuentemente, con las excepciones contenidas en los puntos 3.a y 3.e, VOTO POR LA AFIRMATIVA.


A la segunda cuestión el Doctor Sergio Hernán Altieri expresó que por los mismos fundamentos VOTA EN IGUAL SENTIDO.

- - - - - - - - - - -


A  la tercera cuestión el Dr. Villanueva expresó:

Visto el acuerdo logrado al tratar la cuestión anterior, corresponde confirmar en lo sustancial la sentencia apelada de fojas 1483/1490, revocándose    la desestimación del reclamo por el pago de la cuota hipotecaria del bien común, condenando a la demandada al reembolso de la mitad de lo abonado por el actor, cantidades que deberán ser objeto de determinación durante la ejecución de sentencia (cfr. art. 165 CPCC), resultante al que deberá adicionarse intereses a calcularse conforme la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días (tasa pasiva) desde que cada pago fue realizado y hasta la fecha de la liquidación. De allí en más, esos accesorios deberán determinarse de acuerdo a la tasa que cobra la misma entidad bancaria en sus operaciones comunes de descuento a treinta días (tasa activa).  Asimismo, propongo que las costas de ambas Instancias  sean soportadas por su orden (art. 68, segundo párrafo del CPCC). Propicio diferir la consideración de los honorarios profesionales, hasta que se practiquen las correspondientes determinaciones en la Instancia de origen.

ASÍ LO VOTO.

A la tercera cuestión el Doctor Sergio Hernán Altieri expresó que por los mismos fundamentos VOTA EN IGUAL SENTIDO.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose lo siguiente:

SENTENCIA

Y VISTOS.



CONSIDERANDO:

Que en el Acuerdo celebrado se dejó establecido:

1.- Que la apelada sentencia de fs. 1483/1490  debe confirmarse en lo sustancial, modificándose en el sentido indicado en los puntos 3.a y 3.e.-

2.- Que las costas de ambas Instancias serán soportadas en el orden causado.

POR ELLO: y fundamentos consignados en el Acuerdo, confírmase en lo sustancial la sentencia apelada de fojas 1483/1490, revocándose la desestimación de la pretensión por el pago de la cuota hipotecaria del bien común, condenando a la demandada al reembolso de la mitad de lo abonado por el actor, cantidades que deberán ser objeto de determinación durante la ejecución de sentencia, a cuyo resultado  deberá adicionarse intereses a calcularse conforme la tasa que paga el Banco de la Provincia de Buenos Aires en sus depósitos a treinta días (tasa pasiva) desde que cada pago fue realizado y hasta la fecha de la liquidación. De allí en más, esos accesorios deberán determinarse de acuerdo a la tasa que cobra la misma entidad bancaria en sus operaciones comunes de descuento a treinta días (tasa activa). Impónense las costas en el orden causado. Difiérase la regulación de honorarios para su oportunidad. Regístrese. Notifíquese y, consentida o ejecutoriada, devuélvanse las actuaciones al Juzgado de origen.-

